Resolución N.° 1288-2007/TC-S1

 Sumilla   :  
Declarar la nulidad de la Adjudicación Directa Pública N.° 001-2007-NAZCA-BN convocada para contratar el servicio de seguridad de los locales del Banco de la Nación.
Lima, 3 de setiembre de 2007
Visto en sesión de fecha 3 de setiembre de 2007 de la Primera Sala del Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, el Expediente N.° 1488/2007.TC sobre el recurso de apelación interpuesto por el Consorcio conformado por las empresas Lider Security S.A.C.  y SEGSA Oriente S.A.C., contra el otorgamiento de la buena pro de la Adjudicación Directa Pública N.° 01-2007-NAZCA-BN, convocada por el Banco de la Nación, con el objeto de contratar el servicio de seguridad de los locales del banco; oídos los informe orales en la Audiencia Pública de fecha 22 de agosto de 2007 y atendiendo a los siguientes:  

ANTECEDENTES:

1. El 9 de mayo de 2007, el Banco de la Nación, en lo sucesivo La Entidad, convocó la Adjudicación Directa Pública N.° 001-2007-NAZCA-BN, con el servicio de seguridad de los locales del banco, cuyo valor referencial total fue la suma de S/. 75 505.42 nuevos soles.

2. El 29 de mayo de 2007, se procedió a la apertura de sobres de la propuesta técnica de las siguientes empresas: Empresa Real Service S.A.C., Empresa Elite S.R.L. y Consorcio Lider Security - SEGSA Oriente, los cuales expresaron su disconformidad en el puntaje obtenido solicitando la subsanación de determinados documentos, como se detalla a continuación:

El representante de la empresa Real Service manifestó lo siguiente:

· Subsanar el certificado psicológico lo que amerita 5 puntos más de ser aceptada.

· Presentar declaración jurada sobre el personal propuesto comprometiéndose a presentar todos los documentos solicitados en las bases, referente al personal.

El representante de la empresa Elite manifestó lo siguiente:

· Subsanar el certificado de salud, judicial y domiciliario.

El representante del Consocio Lider Security-SEGSA Oriente manifestó lo siguiente:

· Para completar los 100 puntos subsanar el certificado domiciliario.

El Comité aceptó la solicitud de subsanación y otorgó plazo de dos días para que cumplan con presentar la documentación faltante.

3. El 5 de junio de 2007, el Comité Especial, otorgó la buena pro del proceso de selección a la empresa Elite S.R.L., en lo sucesivo Elite. El segundo lugar fue ocupado por el Consorcio Lider Security-SEGSA Oriente, en lo sucesivo El Consorcio. 

4. Mediante escrito presentado el 15 de junio de 2007, El Consorcio interpuso recurso de apelación contra el otorgamiento de la buena pro a favor de la empresa Elite S.R.L., solicitando se declare la nulidad del otorgamiento de la buena pro, pues el ganador de la buena pro no debió ser favorecido con el puntaje asignado (40 puntos) en el rubro “Factores referidos al Personal”, pues no cumplió con presentar documentos solicitados en las bases, por lo que debió desestimarse su propuesta al no alcanzar el puntaje mínimo y, por consiguiente, se deberá otorgar la buena pro a favor del Consorcio. En su recurso manifestó lo siguiente: 

(i) En el acto de apertura de la propuesta técnica el Comité efectuó diversas observaciones respecto de los documentos que a su criterio estaban defectuosos y respecto a documentos faltantes en las propuestas, por lo que decidió otorgar plazo para la subsanación de los mismos. Y en el caso de Elite, éste no presentó dichos documentos (certificado de salud, judicial y domiciliario) los cuales eran exigidos por las bases.

(ii) En la propuesta del Consorcio, la declaración jurada domiciliaria presentada, de conformidad a la Ley 28882, no era en estricto el certificado domiciliario que se solicitó en las bases. Por lo que no han omitido ningún documento como Elite, sino se trata de una aclaración respecto a un documento que no quedaba claro para el Comité, pues la mencionada declaración jurada reemplazaba el certificado domiciliario.

(iii) La posibilidad de corrección de errores u omisiones en las propuestas se encuentra limitada, a que sean cuestiones meramente formales o accidentales, que no modifiquen el sentido de la propuesta y que versen sobre documentos presentados, siendo imposible que el Comité otorgue la posibilidad de subsanación, para que los postores puedan presentar documentos que no presentaron en la propuesta.

5. El 20 de junio de 2007, el Tribunal admitió a trámite el recurso de apelación interpuesto por La Impugnante.

6. El 18 de julio de 2007, La Entidad remitió los antecedentes administrativos.  

7. El 22 de agosto de 2007, se realizó la audiencia pública.

8. Mediante Decreto de fecha 23 de agosto de 2006, el Tribunal declaró el expediente expedito para resolver con la documentación obrante en autos.

FUNDAMENTACIÓN:
1. Es materia del presente procedimiento el recurso de apelación interpuesto por El Consorcio contra el otorgamiento de la buena pro de la Adjudicación Directa Selectiva N.° 001-2007-NAZCA-BN convocada por La Entidad para contratar el servicio de seguridad en los locales del Banco de la Nación.

2. Un asunto que debe ser tratado previamente al análisis de los asuntos de fondo propuestos por El Consorcio es la revisión de la legalidad de las bases como reglas del proceso de selección, ya que en función de ellas se debe llevar a cabo la calificación y evaluación de las propuestas; así como la observación de los factores de evaluación contenidos en ellas, de conformidad con la facultad conferida por el artículo 57 de la Ley.

3. Sobre el particular, el artículo 25 de la Ley dispone que las bases de un proceso de selección deben señalar, entre otros, el detalle de las características de los bienes a adquirir así como el método de evaluación y calificación de las propuestas. Por su parte, el artículo 62 y 63 del Reglamento señalan que los requerimientos técnicos mínimos son las características técnicas, normas reglamentarias y cualquier otro requisito establecido como tal en las bases y en las disposiciones legales que regulan el objeto materia de la adquisición. Al respecto, el numeral 23 del Anexo I del Reglamento define a las especificaciones técnicas como aquellas descripciones elaboradas por la Entidad de las características fundamentales de los bienes o suministros a adquirir, siendo que estos requerimientos deben ser cumplidos y acreditados por todos los postores para que su propuesta sea admitida.

Igualmente, el artículo 64 del Reglamento dispone que las bases deberán especificar los factores de evaluación que se consideran para determinar la mejor propuesta; así como los puntajes y los criterios para su asignación, por lo que estos factores no podrán calificar el cumplimiento del requerimiento técnico mínimo exigido.

Además, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 69 del Reglamento, en la evaluación técnica, a efecto de la admisión de las propuestas, el Comité Especial debe verificar que las propuestas cumplan con los requerimientos técnicos mínimos establecidos en las bases, de tal forma que sólo una vez admitidas las propuestas, se apliquen a éstas los factores de evaluación previstos en las bases. En este sentido, se concluye que para la evaluación técnica de las propuestas se deben analizar dos aspectos, en primer lugar, el cumplimiento de los requerimientos técnicos mínimos, con el objeto de verificar que el postor oferte un bien que cumple con el estándar de calidad mínimo necesario para cubrir adecuadamente el requerimiento de la Entidad, y, en segundo lugar, los factores de evaluación, es decir los criterios a partir de los cuales se establecerá la puntuación con el objeto de elegir la mejor propuesta entre aquellas que cumplen o superan los requerimientos indicados.

4. No obstante lo expuesto, del informe que obra en el expediente suscrito por la Entidad, se observa que en la evaluación de las propuestas técnicas presentadas, el Comité Especial en los factores referidos al personal, otorgó puntaje respecto de los certificados presentados (certificado domiciliario, antecedentes policiales, judiciales y salud) desagregando el puntaje de manera proporcional a los certificados presentados como parte de las propuestas.  

5. Conforme se observa en las Bases, en el factor de evaluación referido al personal, la Entidad determinó una puntuación única y máxima la cual sería calificada con la presentación de certificados y/o constancias de trabajo que acredite la experiencia en el servicio objeto de la convocatoria mayor a un año y un día, mas no por los certificados mencionados en el párrafo precedente. (el subrayado es nuestro)

En este sentido, teniendo en cuenta que la experiencia es entendida como la destreza o habilidad adquirida por la reiteración de una conducta en el tiempo y que los factores de evaluación permiten determinar la mejor propuesta; este objetivo no es posible de obtener al no haberse fijado un criterio para la aplicación del puntaje, de tal manera que el solo cumplimiento determina la asignación del máximo puntaje, sin posibilidad de diferenciar una propuesta de otra, desnaturalizándose la función y finalidad del factor de evaluación, de acuerdo a lo dispuesto en el sistema de contratación estatal.

6. Así pues, se evidencia que existe una contradicción en el método de puntuación diseñado por el Comité Especial y lo estipulado en las bases, implicando que el sistema de evaluación se vea afectado, y con ello se impida una adecuada asignación de puntaje a las diferentes propuestas técnicas que se pudieran presentar.

7. Por otro lado, en el numeral II del Anexo N.º 1 de las Bases Administrativas, referido a las especificaciones técnicas, se establece que el personal propuesto para la ejecución del servicio convocado deberá cumplir, entre otros requisitos, con estar inscrito en la DICSCAMEC, tener buena salud y no registrar antecedentes policiales y judiciales. 
Asimismo, se establece que, a fin de evaluar la idoneidad del personal que ejecutará el servicio de seguridad y vigilancia privada, el “contratista” pondrá a disposición de la Entidad la ficha de datos biográficos y los certificados domiciliarios, antecedentes policiales, judiciales, salud y psicológico, con antelación mínima de tres (03) días útiles al inicio del servicio. 
8. De otro lado, en el literal ii) del numeral 6 del Capítulo IV de las Bases Administrativas se establece que, a efectos de acreditar los factores de evaluación referidos al personal propuesto, el postor deberá presentar la siguiente documentación:
“La relación del personal que será asignado al servicio, a la cual se deberá adjuntar el currículum vitae debidamente documentado; acompañado junto con la ficha de datos biográficos de los vigilantes, copia de los respectivos certificados: domiciliario, antecedentes policiales, judiciales salud y psicológico con una antigüedad no mayor de tres (03) meses); así como, el motivo de baja en los casos de ex personal de las fuerzas Policiales; y deberán cumplir con los siguientes requisitos mínimos: ser peruano de nacimiento, contar con operarios entre los 20 y 35 años de edad como máximo, tener educación secundaria, no poseer antecedentes penales ni policiales ni haber sido separado de las FF.AA. o PNP por medidas disciplinarias, acreditar capacidad física y mental con el certificado otorgado  por la Sanidad de la PNP y evaluación de manejo de armas de seguridad y vigilancia privada de la DICSCAMEC, ser trabajador registrado dentro de la organización de la empresa, tener mínimo 01 año de experiencia acreditando con Constancias o Certificados de Trabajos iguales o similares al objeto de este proceso de selección y contar con carnet de la DICSCAMEC”.

Conforme puede apreciarse, en las Bases Administrativas del presente proceso de selección se está solicitando de forma indistinta una serie de requisitos y documentos que, a la vez, se requieren como parte de las especificaciones técnicas, factores de evaluación y/o documentos requeridos al contratista antes de la ejecución del servicio. 
9. Sobre el particular, en lo que se refiere a las especificaciones técnicas, como se ha mencionado en los numerales precedentes, la dependencia encargada de las adquisiciones y contrataciones de la Entidad, en coordinación con el área usuaria, definirá con precisión las características, cantidad de los bienes, servicios u obras que se van a adquirir o contratar, los cuales deberán ser consignados en las Bases Administrativas, y acreditados por los postores a efectos que sus propuestas sean admitidas. Asimismo, éstas deben sujetarse a criterios de razonabilidad y objetivos congruentes con el servicio requerido, con su costo o precio. Está prohibido establecer características técnicas desproporcionadas o incongruentes en relación con el mercado y con el objeto de la convocatoria. 

Siendo responsabilidad del área usuaria que dichos requerimientos incidan sobre los objetivos, funciones y operatividad de aquello que es objeto del proceso, de manera que no atenten contra la normativa sobre contrataciones y adquisiciones del Estado ni limiten la participación de postores o la obtención de la propuesta técnica y económica más favorable; lineamientos que determinan que los documentos que acrediten en cumplimiento de las especificaciones técnicas deben ser presentados de forma obligatoria por todos los postores a efectos que sus propuestas sean admitidas.

10. En ese orden de ideas, en lo que respecta al personal encargado de ejecutar el servicio de seguridad y vigilancia privada, es necesario que en las Bases se exija que dicho personal cumpla, como mínimo, con los requisitos y características previstas en los artículos 79º y 83º del Reglamento de Servicios de Seguridad Privada, aprobado mediante Decreto Supremo N.º 005-94-IN, dentro de los cuales se señala que dicho personal no debe poseer antecedentes penales ni policiales, acreditar capacidad física y mental con el certificado otorgado por la Sanidad de la PNP y evaluación de manejo de armas por la DICSCAMEC.

11. Ahora bien, atendiendo al análisis planteado en el presente caso, la documentación que se debe presentar a fin de dar cumplimiento a los requerimientos técnicos mínimos referidos a que el personal propuesto no tiene antecedentes penales ni policiales, cuenta con capacidad física y mental y ha sido evaluado previamente en el manejo de armas según los lineamientos de la DICSCAMEC podría ser una declaración jurada mediante la cual los postores garantizan, bajo su responsabilidad, que el personal que destaque a fin de ejecutar las prestaciones cumple con los requisitos exigidos en las especificaciones técnicas. No obstante, resulta indispensable que a efectos de suscribir el contrato, la Entidad exija al postor ganador de la buena pro la presentación de los certificados y/o constancias respectivas con los que se acredite de forma específica el cumplimento de las especificaciones técnicas. 

En efecto, la posibilidad que los postores acrediten el cumplimiento de las especificaciones técnicas mediante la presentación de una declaración jurada se encuentra arreglada a los principios de economía y simplicidad que regulan los procesos de selección; sin perjuicio de las acciones de control posterior que está facultada de ejercer la Entidad respecto de la documentación e información que tuvo a bien presentar el postor ganador de la buena pro, siendo posible la nulidad de la buena pro y comunicar al Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado las causales de sanción incurridas por aquel postor que presente documentación falsa o inexacta. 

12. En consecuencia, resulta necesario que el Comité Especial adecue lo indicado en el numeral II del Anexo N.º 1 de las Bases Administrativas de conformidad con lo dispuesto en los artículos 79º y 83º del citado Reglamento de Servicios de Seguridad Privada en aras de fomentar la mayor participación de postores; por lo que deberá precisar que el personal tendrá que ser peruano de nacimiento, ser mayor de edad y tener una talla no menor de 1.65 mts., tener educación secundaria, no poseer antecedentes penales ni policiales ni haber sido separado de las FF.AA. o PNP por medidas disciplinarias, acreditar capacidad física y mental con el certificado otorgado por la Sanidad de la PNP y evaluación de manejo de armas por la DICSCAMEC, acreditar capacitación brindada por el servicio sectorial de formación y capacitación de personal para los servicios de seguridad y vigilancia privada de la DICSCAMEC, contar con licencia individual para portar y usar armas y portar carné individual de identificación otorgado por la DICSCAMEC.

13. En relación a ello, debemos recalcar que las Bases como sistema de evaluación no deben presentar incoherencias, de modo que permitan una calificación integral, de acuerdo a las normas de contratación pública y a los principios que las rigen, y que se cumpla el objetivo final de determinar la mejor propuesta en calidad y precio.

Al respecto, debe tenerse en cuenta que las especificaciones técnicas representan los requerimientos técnicos mínimos que la Entidad ha precisado respecto del servicio que desea contratar, cuyo cumplimiento no supone el otorgamiento de puntaje alguno, y que la evaluación y asignación de puntajes de las propuestas debe ser efectuada en función de las mejoras que sobre dichos requerimientos mínimos presenten los postores, debiéndose establecer los criterios objetivos que permitan determinar con cierto grado de predictibilidad el puntaje a asignar a todas las propuestas que se presenten. Así, pues, el incumplimiento de las especificaciones técnicas dará lugar a descalificación del postor.

Ante tal circunstancia, de lo expuesto se deduce que el cumplimiento de las especificaciones técnicas ha sido fijado como criterio de evaluación, contraviniendo de esta manera la normativa de la materia, toda vez que los requerimientos técnicos mínimos cumplen la función de asegurar a la Entidad que el postor ofertará lo mínimo indispensable para cubrir adecuadamente la operatividad y funcionalidad del servicio.

En este orden de ideas, de conformidad con la redacción de las bases, era posible que la oferta de un postor, a pesar de no cumplir con las especificaciones técnicas de los bienes solicitados por la Entidad, fuese admitida, con lo cual cabría la posibilidad que la Entidad adquiera bienes o servicios que no satisfagan su requerimiento, lo que resulta contrario al Principio de Eficiencia
. 

14. Por tanto, las Bases son las reglas que rigen un determinado proceso de selección, teniendo la Entidad el deber de calificar las propuestas conforme a las especificaciones técnicas y a los criterios objetivos de evaluación detallados en ellas, por lo que su diseño y configuración debe adecuarse a lo establecido en la normativa en materia de contrataciones y adquisiciones del Estado y a los criterios que se detallan en esta.

15. En consecuencia, al haberse determinado una contradicción en las Bases al fijarse los requerimientos mínimos como factores de evaluación, así como la imposibilidad de asignación de puntaje de manera adecuada debido a un defecto en el sistema de calificación contenido en los factores de evaluación y, en aplicación de lo dispuesto por el artículo 57 de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, que dispone que el Tribunal, en los casos que sean de su conocimiento, podrá declarar nulos los actos administrativos si contraviene las normas legales o prescinden de la normatividad aplicable.

Por lo que corresponde declarar la nulidad del proceso de selección a fin que la Entidad reformule las bases administrativas y proceda a una nueva convocatoria, la misma que deberá detallar las especificaciones técnicas y los requerimientos mínimos del servicio a contratar, estableciendo que el incumplimiento de los mismos será motivo de descalificación de la propuesta, no debiendo establecerlos como factores de evaluación, de conformidad con lo señalado en los fundamentos expuestos. Finalmente, atendiendo a lo resuelto, resulta irrelevante pronunciarse sobre los asuntos propuestos por la Impugnante.

Por estos fundamentos de conformidad con el informe del Vocal Ponente Dr. Víctor Manuel Rodríguez Buitrón y la intervención de los Vocales el Dr. Derik Latorre Boza y Dr. Carlos Cabieses López, atendiendo a la reconformación de la Primera Sala del Tribunal de Contrataciones y Adquisiciones del Estado según lo dispuesto en la Resolución Nº 279-2007-CONSUCODE/PRE, expedida el 21 de mayo de 2007 y de conformidad con las facultades conferidas en los artículos 53°, 59° y 61° del Texto Único Ordenado de la Ley de Contrataciones y Adquisiciones del Estado, aprobado por Decreto Supremo Nº 083-2004-PCM y su Reglamento, aprobado por Decreto Supremo Nº 084-2004-PCM; y los artículos 17 y 18 del Reglamento de Organización y Funciones del CONSUCODE, aprobado por Decreto Supremo N.° 54-2007-EF; analizados los antecedentes y luego de agotado el correspondiente debate, por unanimidad;

LA SALA RESUELVE:

1. Declarar la nulidad de la Adjudicación Directa Pública N.° 01-2007-NAZCA-BN, debiendo retrotraerse el proceso a la etapa de convocatoria, previa reformulación de las bases, las que deberán ajustarse a lo expuesto en los fundamentos de la presente resolución, resultando irrelevante pronunciarse sobre los asuntos propuestos en el recurso de apelación.

2. Devolver la garantía recaudada con la interposición del presente recurso.

3. Devolver los antecedentes administrativos a la Entidad.

4. Dar por agotada la vía administrativa

Regístrese, comuníquese y publíquese.

PRESIDENTE
 VOCAL           

                                                                            VOCAL

ss.

Latorre Boza.

Cabieses López

Rodríguez Buitrón
� “Principio de Eficiencia: Los bienes, servicio o ejecución de obras que se adquieran o contraten deben reunir los requisitos de calidad, precio, plazo de ejecución y entrega y deberán efectuarse en las mejores condiciones en su uso final.” Numeral 4 del Artículo 3 de la Ley.
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